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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN “B”

Consejera Ponente: STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO
Bogotá, D.C., veintisiete (27) de abril de dos mil once (2011)

Proceso número:

190012331000199606004-01 (18649)

Actor: 


Rodrigo Armando Castillo y otros 

Demandado: 
Nación-Ministerio de Trabajo y otros

Acción:


Reparación directa

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por las partes  contra la sentencia de 9 de mayo de 2000, proferida por el Tribunal Administrativo del Cauca, mediante la cual se dispuso:

“1.- Declárase probada la excepción de falta de legitimación por pasiva respecto de la Nación-Ministerio del Trabajo y Seguridad Social.

2.- Declárase a la Sociedad Vida y Salud para un Nuevo Siglo (VIDSA Ltda.) administrativamente responsable de la muerte de la señora Antonia Rosero Cardoza, ocurrida el 18 de diciembre de 1994, en el Municipio de Popayán (Cauca), por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

3.- En consecuencia, condénase a la Sociedad Vida y Salud para un Nuevo Siglo (VIDSA Ltda.), a pagar a título de indemnización por perjuicios morales las cantidades que a continuación se indican:

Rodrigo Armando Castillo                     1000 gramos oro

Jorge Augusto Castillo Rosero              1000 gramos oro

Jair Castillo Rosero                                 1000 gramos oro

Betty Yolanda Rosero Cardoza              500 gramos oro

Marleny Rosero de Mondragón             500 gramos oro

Dora Vidalia Castillo Rosero                   500 gramos oro

Amparo Rosero Cardoza                        500 gramos oro

3.- Condénase a la Sociedad Vida y Salud para un Nuevo Siglo (VIDSA Ltda.), por concepto de perjuicios materiales, lucro cesante, a pagar las siguientes cantidades:

A Rodrigo Armando Castillo la suma de CUATRO MILLONES DOSCIENTOS SETENTA Y DOS MIL NOVECIENTOS TREINTA PESOS CON VEINTISEIS CENTAVOS MCTE ($4.272.930,26).

A Jorge Augusto Castillo Rosero la suma de UN MILLÓN TREINTA MIL CIENTO VEINTISEIS PESOS CON TREINTA Y DOS CENTAVOS ($1.030.126,32).        

A Jair Castillo Rosero la suma de TRES MILLONES CINCUENTA Y SIETE MIL CIENTO SETENTA PESOS ($3.057.170.oo).

4.- El valor reconocido por concepto de perjuicios morales, se pagará al precio del oro que certifique el Banco de la República, para la fecha de ejecutoria de esta providencia.

5.- Las sumas reconocidas por perjuicios morales y materiales devengarán los intereses del artículo 177 del C.C.A., a partir de la ejecutoria de esta providencia.

6.- Exonérese de responsabilidad administrativa a la Caja Nacional de Previsión Social, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

7.- Se niegan las demás pretensiones de la demanda” (fls. 426-427 cuaderno principal).               

I. ANTECEDENTES

1. SÍNTESIS DEL CASO

En ejercicio de la acción de reparación directa, el señor Rodrigo Armando Castillo en su propio nombre y en representación de su hijo Jorge Augusto Castillo Rosero; Jair Castillo Rosero, Jeremías Rosero, Betty Yolanda, Marleny, Dora Vidalia y Amparo Rosero Cardoza demandan a la Nación-Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a la Caja Nacional de Previsión Social y a la sociedad Vida y Salud para un Nuevo Siglo VIDSA Ltda., por la muerte de la señora Antonia Rosero Cardoza, el 29 de diciembre de 1994, a causa de un procedimiento de acupuntura.

Sobre los hechos, la parte actora sostiene que “(..) el día 28 de diciembre de 1994, el dolor en la región abdominal baja de la señora Antonia se tornó insoportable y fue llevada por su esposo Rodrigo Armando Castillo, a eso de las nueve de la mañana, a las instalaciones de VIDSA Ltda. Fue recluida en la Sala de Urgencias de esta entidad. Inexplicablemente se dio la orden de los médicos que atendían a la señora Antonia Rosero para que su esposo Rodrigo Armando fuera retirado de la Sala donde se encontraba su compañera. Una vez salieron los médicos Villota, Tobar y otra médica del lugar donde se atendía a la señora del demandante Rodrigo Armando Castillo, ese día a eso de las once de la mañana, éste ingresó a dicha sala y le preguntó qué le habían expresado los médicos, ella contestó que para aliviar el dolor, le habían aplicado acupuntura. Observó en el abdomen seis orificios, tres a cada lado, por donde habían sido introducidas las agujas”.

El accionante manifiesta que ante su insistencia VIDSA trasladó a la paciente al Hospital Universitario San José de Popayán, en donde fue atendida por el Dr. Antonio Solorza, quien diagnostica embarazo ectópico rato, choque hipovolémico y realizó una laparatomia, pero a pesar de los esfuerzos realizados, la señora Antonia Rosero no resiste la operación y fallece a las 02:15 del día 29 de diciembre de 1994.

Como resultado de estos hechos, el actor asegura que según la autopsia practicada al cadáver de quien en vida respondía al nombre de Antonia Rosero Cardoza, la acupuntura practicada en su región abdominal le produjo i) laceración traumática del riñón izquierdo, “con hematoma perirrenal y de la pared del piso del abdomen, hemoperitoneo, hemoretroperitoneo e historia de choque hipovolémico” y ii) laceración traumática del mesenterio, lesiones que a la postre causaron su deceso.

De igual forma, la accionante alega que la señora Antonia Rosero tenía un quiste en el ovario derecho que se había roto y estaba sangrando, sin que VIDSA lo hubiera tratado (fls. 14-19 cuaderno 1).

1. PRIMERA INSTANCIA

1.1 LA DEMANDA

1.1.1 PRETENSIONES

La parte actora solicita que se declare la responsabilidad solidaria de la Nación-Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de la Caja Nacional de Previsión Social y de la sociedad Vida y Salud para un Nuevo Siglo VIDSA Ltda., por la muerte de la señora Antonia Rosero Cardoza, el 29 de diciembre de 1994. Como consecuencia de ello, solicita que se condene al pago de los siguientes perjuicios:

A favor del señor Jeremías Rosero (padre), Rodrigo Armando Castillo (compañero permanente), Jorge Augusto y Jair Castillo Rosero (hijos), los perjuicios materiales “en razón a su participación en la renta de Antonia Rosero Cardoza” hasta la fecha de su vida probable y 3.000 gramos oro por perjuicios morales.

A favor de Betty Yolanda Marleny Dora Vidalia y Amparo Rosero Cardoza (hermanas) “en razón a su participación en la renta de Antonia Rosero Cardoza” hasta la fecha de su vida probable y 2.000 gramos oro por perjuicios morales (fls. 8-13 cuaderno 1).

1.2 INTERVENCIÓN PASIVA

Por intermedio de apoderado judicial y dentro del término de fijación en lista, las entidades accionadas contestaron la demanda oponiéndose a los hechos relacionados y a las pretensiones formuladas. Adujeron en su defensa que en el transcurso del proceso se demostraría la ausencia de responsabilidad, pues el procedimiento aplicado a la señora Antonia Rosero estuvo ajustado a las previsiones médicas sobre la materia. 

1.2.1. Por Cajanal

Del escrito de contestación se destaca:

“(..) la paciente fue atendida por VIDSA Ltda. y luego de ser valorada y del suministro de medicamentos para estabilizarla es remitida por el médico tratante para hospitalización y valoración por médico internista de turno, según consta en el correspondiente registro médico (..) a la paciente Antonia Rosero no se le practicó por parte de la Sociedad VIDSA Ltda. terapia neural, tal y como se observa en su historia clínica. Me atengo a lo que resulte probado en el proceso” (fls. 68-73 cuaderno 1).

En escrito separado, Cajanal llama en garantía a la Sociedad VIDSA Ltda., con fundamento en un contrato de prestación de servicios integrales de salud vigente, a favor de los afiliados y beneficiarios de dicha entidad. La solicitud es negada por el a quo, toda vez que la mencionada sociedad es parte demandada en el proceso (fls. 74-77 y 292-293 cuaderno 1).

1.2.2. Por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social

El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social alega en su defensa que el servicio de salud no es prestado por él, sino por las EPS de manera directa a sus afiliados y beneficiarios, por tanto sostiene que “(..) si alguna responsabilidad, por acción u omisión puede deducirse e imputarse en este proceso, lo sería la persona jurídica de derecho público denominada Caja Nacional de Previsión Social (..)”.

Con fundamento en lo anterior, el ministerio propone las excepciones de falta de legitimación en la causa por pasiva, ineptitud de la demanda e indebida acumulación de pretensiones (fls. 235-243 cuaderno 1).

1.2.3. Por VIDSA Ltda.

Esta sociedad alega en su defensa que en los términos del contrato celebrado entre Cajanal y VIDSA Ltda., la señora Antonia Rosero Cardoza, en su condición de beneficiaria, no tenía derecho a ningún tipo de atención médica, “(..) la atención que VIDSA Ltda., le había prestado a la fallecida fue puramente voluntaria y como un gesto de solidaridad para con ella y su esposo”.

Del escrito de contestación se destaca:

“(..) no es cierto que se le haya aplicado acupuntura, pues ésta técnica no es utilizada por ninguno de los profesionales de la medicina que atienden en VIDSA Ltda. (..) No es debido a un tratamiento deficiente, como pretende sugerirlo el abogado demandante, que el folículo se haya roto, el rompimiento bien pudo darse por una causa natural como es el desprendimiento del óvulo (..) Me atengo a lo que resulte probado” (fls. 278-282 cuaderno 1).

1.3 ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

En esta oportunidad, la parte actora y las entidades demandadas reiteran los argumentos aducidos en la demanda y en las contestaciones.

1.4 SENTENCIA

Mediante sentencia proferida el 9 de mayo de 2000, el Tribunal Administrativo del Cauca encuentra demostrada la responsabilidad de la Sociedad VIDSA Ltda., pues “(..) no existe duda que a la señora Antonia Rosero Cardoza se le practicó acupuntura, procedimiento que le causó laceraciones en el riñón y el mesenterio que a la postre le produjeron la muerte”.

En cuanto a la falta de legitimación en la causa por pasiva formulada por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el a quo señala:

“Asiste razón al Ministerio, puesto que la Caja Nacional de Previsión Social en su calidad de establecimiento público es sujeto de derecho y obligaciones y la circunstancia de su adscripción al Ministerio de Trabajo no conlleva a que éste ha de responder por las actuaciones del ente descentralizado. Prospera la excepción propuesta”.

En relación con la excepción de falta de requisitos formales e indebida acumulación de pretensiones, el Tribunal sostiene que la demanda cumple con todos los requisitos que exige la ley.

En cuanto a los hechos probados dentro del proceso, el a quo aduce:

“Aportó VIDSA Ltda., fotocopia del contrato No. 1469 de 1993 suscrito entre Cajanal y VIDSA Ltda., cuyo objeto era la prestación de los servicios integrales de salud a los afiliados forzosos y facultativos, pensionados y beneficiarios, siendo el plazo del mismo 24 meses contados a partir del 1º de enero de 1994, lo que lleva a determinar que para el mes de diciembre de 1994, VIDSA Ltda., debía ofrecer a la señora Antonia Rosero los servicios médicos asistenciales.

(..) Al ser remitida al Hospital U. San José para valoración por especialista es una conducta adecuada en vista de que con las medidas tomadas no hay buena respuesta y no se ha confirmado aún el diagnóstico.

No figura en ninguna parte de la historia clínica aportada, la realización de la acupuntura, pero a folios 15 se encuentra declaración del médico que la atiende en urgencias donde se anota que las pacientes de Cajanal nunca se les practicó ni acupuntura ni terapia neural, puesto que es un procedimiento que no está autorizado por esa entidad, pero que el Dr. Oscar Tobar practica terapia neural en sus pacientes particulares y bajo su consentimiento. A  folio 8 se anota además que el esposo refiere que la hoy occisa le dijo que para aliviar el dolor le habían aplicado acupuntura y le observó en el abdomen 6 orificios por donde le habían introducido las agujas.

En conclusión tenemos que inicialmente se hace un manejo ortodoxo consistente en el examen físico, laboratorios, hospitalización y remisión al Hospital U. San José.”

A la misma conclusión llegó el Tribunal al referirse al dictamen médico legal que reposa en el expediente, el cual da cuenta de que “(..) sí hay relación  de la causa de la muerte con la aplicación de la acupuntura. Aunque en ninguna parte de la historia clínica aportada figura dicho procedimiento, tampoco hay otra causa que explique los hematomas y laceraciones encontrada en el abdomen”.
Continuando con el análisis del caso sometido a estudio, el a quo sostiene:

“La señora Antonia Rosero había estado en permanente consulta en VIDSA Ltda. en el mes de diciembre y fundamentalmente el día 27 de diciembre permaneció en urgencias hasta las 20:00 horas, para reingresar nuevamente el día 28 de diciembre al servicio de urgencias de dicha entidad. Si el procedimiento de acupuntura hubiera sido realizado con antelación a dichas fechas, se pregunta el Tribunal cómo es posible que dicha situación escapara al control de los médicos tratantes, más aún cuando la sintomatología que presentaba y el intenso dolor que padecía hacían previsible un examen físico detenido? Cuál fue el tipo de atención médica que se le prestó a punto tal que pasaran desapercibidas las punciones que después en la diligencia de autopsia aparecen con nitidez? En este evento no existe duda de que se presenta una falla en el servicio médico suministrado por VIDSA Ltda.

Ahora, atendiendo a lo expuesto por los médicos tratantes y básicamente por el doctor Antonio José Hurtado Tejada, se insinúa la posibilidad de que fue por fuera de VIDSA o sea una vez se ordenó la hospitalización que se le hubiera realizado el procedimiento de acupuntura, pues expresa el galeno que cuando él la vió en VIDSA solamente presentaba un cuadro de gastritis y cuando la atendió en el hospital presentaba dolor lumbar y estaba ipotencia (sic).

Refiriéndonos a esta posibilidad, se tiene que conforme la historia clínica llevada por VIDSA la señora Rosero Cardoza ingresó a ese servicio el día 28 de diciembre y se empieza los registros a las 9:30 a.m. y a las 3:00 p.m., atendiendo su estado crítico se la remite al Hospital Universitario San José, centro asistencia en el que ingresa a las 4:00 p.m.

Se tiene entonces que existe una hora por fuera de VIDSA y el Hospital Universitario, en que pudiera ser factible que a la señora Rosero Cardoza se le aplicara el procedimiento de la acupuntura (..).

Teniendo en cuenta lo expuesto se tiene que le correspondía a VIDSA Ltda., demostrar para exculparse, la fuera mayor, la culpa exclusiva de la víctima o el hecho de un tercero, también exclusivo y determinante o la diligencia y cuidado, que en el presente caso no fueron probados (..)”. 

Por último, el a quo se refirió a la responsabilidad de Cajanal y VIDSA Ltda., así:

“Conforme a lo acreditado en el expediente y que ha sido analizado en la presente providencia se observa que la Caja Nacional de Previsión actúo conforme a derecho y dentro del ejercicio de sus funciones cuando celebró con VIDSA LTDA el contrato No. 1469 de 1993, siendo el objeto del mismo la prestación de los servicios integrales de salud, entre otros, a los pensionados y beneficiarios, comprobándose que no existió participación alguna de su parte en la prestación de los servicios que ofreció VIDSA LTDA  la señora Antonia Rosero Cardoza, por lo que en el presente caso ha de exonerársele de toda responsabilidad, en razón a que no puede predicarse el principio de solidaridad”(fls. 398-427 cuaderno principal).

2. SEGUNDA INSTANCIA

2.1 RECURSO DE APELACIÓN

Inconforme con la decisión, la parte actora y la Sociedad VIDSA Ltda., interponen recurso de apelación.

2.1.1. Por la accionante

La parte actora solicita la revocatoria de los numerales 1º y 6º de la parte resolutiva de la sentencia para que, en su lugar, se declare solidariamente responsables “o de manera proporcional” a la Nación-Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y a la Caja Nacional de Previsión Social.

Insiste en la responsabilidad de la Caja al sostener que “(..) cuando actúa por intermedio de un contratista –caso de VIDSA Ltda. En el asunto de la referencia, por razones del servicio, disponibilidad de recursos, discutible eficiencia en la prestación del mismo, etc., es como si ella misma actuara, sin que pueda decirse, bajo ningún punto, que su responsabilidad llega hasta la imposición de la firma de su representante legal en el contrato de prestación de servicios pactado para efectos de la atención en salud, a sus afiliados y beneficiarios, con la entidad particular”.

En relación con la responsabilidad atribuida a la Nación-Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el recurrente señala que “(..) la Caja Nacional de Previsión es una entidad adscrita al Ministerio de Trabajo, que tiene facultades de control en el ejercicio de funciones administrativas de la Caja, que no se aplicó en el caso concreto”.

Por último, el actor apelante alega que VIDSA Ltda. sí estaba obligada a prestar el servicio médico asistencial a los beneficiarios de los afiliados de Cajanal. Por lo tanto, sostiene que “(..) de no condenarse a la Nación-Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y a la Caja Nacional de Previsión Social, los actores quedarían con una sentencia para enmarcar”, pues las acciones de los socios de VIDSA se encuentran embargadas (fls. 431-437 cuaderno principal).

2.1.2. Por la Sociedad VIDSA Ltda.

Esta sociedad insiste en que no practicó acupuntura a la señora Antonia Rosero, con fundamento en la falta de registro de dicho procedimiento en la historia clínica. Además, sostiene que no estaba obligada a prestar los servicios de hospitalización y cirugía a los beneficiarios de los afiliados de Cajanal (fls. 454-459 cuaderno principal).

II. CONSIDERACIONES

1. COMPETENCIA 

Esta Corporación es competente para conocer del asunto, en razón del recurso de apelación interpuesto por las partes en contra de la sentencia proferida en primera instancia, que accedió las pretensiones.

Efectivamente, para la fecha de presentación de la demanda
 la cuantía exigida para que las acciones de reparación directa tuvieran vocación de doble instancia era la suma de $13.460.000 (artículo 131 del C.CA. subrogado Decreto 597/88) y la pretensión mayor demandada en este asunto asciende a 3.000 gramos oro
, por concepto de perjuicios morales, es decir, la suma de $39.811.290.

2. Asunto que la Sala debe resolver 

El problema jurídico que la demanda formula se contrae a la imputación en contra de la Nación-Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, de laCaja Nacional de Previsión Social y de la sociedad Vida y Salud para un Nuevo Siglo VIDSA Ltda., por la muerte de la señora Antonia Rosero Cardoza, el 29 de diciembre de 1994. Según la actora -asunto que habrá de esclarecerse- dentro del centro médico VIDSA Ltda., le fue practicado a la paciente un procedimiento de acupuntura que a la postre le causó la muerte.

La Sala se pronunciará en primer lugar sobre la legitimación en la causa por activa y pasiva, para luego entrar a analizar los hechos probados, con miras a determinar si hay lugar a la declaratoria de responsabilidad de la entidad pública demandada.

2.1. Legitimación en la causa por activa

Se entiende la legitimación activa como la relación sustancial del actor respecto de las pretensiones, cuya ausencia conlleva fatalmente a su negación, pues, en los juicios de responsabilidad no es otra cosa que la ostentación del actor de la condición de acreedor de la prestación de reparación o restablecimiento. 

Para acreditar la legitimación, la parte actora allegó, en copia auténtica, los siguientes documentos:

-. Certificado del registro civil de nacimiento abierto a nombre de Rodrigo Armando, el día 16 de marzo de 1949, hijo de Bernarda Castillo, sin que se tengan datos del padre (fl. 30 cuaderno 1).

-. Certificado del registro civil de nacimiento de Antonia, el día 12 de abril de 1947, hija de Jeremías Rosero e Inés Cardoza (fl. 31 cuaderno 1).

-. Certificado del registro civil que da cuenta del nacimiento de Jorge Augusto, el día 30 de diciembre de 1983, hijo de Rodrigo Armando Castillo y Antonia Rosero Cardoza (fl. 32 cuaderno 1).

-. Certificado del registro civil de nacimiento abierto a nombre de Jair, el día 22 de diciembre de 1970, hijo de Rodrigo Armando Castillo y Antonia Rosero Cardoza (fl. 33 cuaderno 1).

-. Certificado del registro civil de nacimiento de Betty Yolanda, el día 8 de mayo de 1958, hija de Jeremías Rosero e Inés Cardoza (fl. 35 cuaderno 1).

-. Certificado del registro civil que da cuenta del nacimiento de Marleny, el día 3 de abril de 1950, hija de Jeremías Rosero e Inés Cardoza (fl. 36 cuaderno 1).

-. Certificado del registro civil de nacimiento abierto a nombre de Dora Vidalia, el día 8 de noviembre de 1959, hija de Jeremías Rosero e Inés Cardoza (fl. 37 cuaderno 1).

-. Certificado del registro civil de nacimiento de Amparo, el día 5 de octubre de 1961, hija de Jeremías Rosero e Inés Cardoza (fl. 38 cuaderno 1).

En relación con el señor Rodrigo Armando Castillo, la prueba testimonial da cuenta de su condición de compañero permanente de la señora Antonia Rosero Cardoza. Así lo declara la señora Cielo Teresa Muñoz Ñañez, quien afirmó que conocía a la víctima desde hace aproximadamente diez años, que eran vecinas del Barrio Palacé, por lo que sostuvo que “(..) ella hacía vida conyugal con Rodrigo Armando Castillo, las relaciones eran normales de una pareja, eran bien”. Al ser interrogada “(..) si de la relación marital hubo hijos” contestó que “(..) si hubieron tres hijos: Jair, Yovany y Jorge Augusto”
. Así mismo, la señora Yolanda Belalcazar Castillo, interrogada “con quien hacía vida conyugal la señora Rosero Cardoza y como eran sus relaciones” contestó que “con Rodrigo Armando Castillo y sus relaciones las veía bien, normal”.
En este sentido, también declaran Cecilia Mosquera de Saldaña, Rodrigo Valencia López y Ligia Rivera Rivera, quienes manifestaron que entre la señora Antonia Rosero Cardoza y Rodrigo Armando Castillo existía una unión marital de hecho por más de 10 años, que los aquí demandantes vivían bajo un mismo techo, en armonía y colaboración mutua (prueba testimonial decretada y practicada por el Tribunal a solicitud de la parte actora a folios 17-24 cuaderno 2). 
Establecidos como se encuentran los vínculos de consanguinidad, familiaridad y convivencia entre la víctima y los demandantes, la Sala concluye que éstos acreditan la condición con la que actúan en el proceso y por ende gozan de legitimación en la causa por activa.

2.2. Hechos probados. Un caso de muerte por procedimiento de acupuntura

2.2.1. Sostiene la parte actora que la muerte de la señora Antonia Rosero Cardoza fue consecuencia de una falla del servicio atribuible a la Nación-Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a la Caja Nacional de Previsión Social y a la sociedad Vida y Salud para un Nuevo Siglo VIDSA Ltda., a causa de un procedimiento de acupuntura realizado a la paciente. Las pruebas anexas a la actuación demuestran que las razones alegadas por la parte actora no tienen soporte probatorio y al contrario permiten inferir la participación de la víctima en la producción del daño.

La Historia Clínica manuscrita
 y la que en trascripción mecanográfica reposa en el expediente
, requerida por el a quo en el auto de pruebas por solicitud de la parte actora, informa sobre la asistencia médica recibida por la señora Antonia Rosero Cardoza en la Sociedad VIDSA Ltda. y en el Hospital San José de Popayán (Cauca). 

La Historia Clínica de VIDSA Ltda. registra lo siguiente:

-. El 4 de octubre de 1994 la señora Antonia Rosero, en su condición de beneficiaria de afiliado a Cajanal,  ingresa al centro médico de VIDSA “(..) hace un año presenta atrasos menstruales, la regla dura 7 días, presentó amenorrea de 60 días pero regresó. Mareos, ligadura hace 10 años, última citología normal hace 1 año. TA: 120/78, P: 78, TV: Cuello muy hipertrófico, útero en AVF, duro, miomatoso, doloroso y legeramente recargado a la derecha, Dx: Miomatosis uterina, Plan: Valoración x ginecólogo, previa citología”.

-. El 25 de octubre de 1994 se registra que la paciente en la ecografía “reportó como útero sonográfico normal, sin embargo en la fotografía 4-5 y 6 se evidencian masas miomatosas pequeñas que distorsionan los lados uterinos. El quiste ovárico no es hasta el momento de manejo quirúrgico, se remite a utología”. 

-. El 7 de diciembre la paciente consulta “por náuseas y vómito, decaimiento, astenia, adinámica, no refiere diarrea. Al examen físico paciente pálida, decaída, CP: normal, abdominal normal, Cta: plasil, suero oral”.

-. El 20 de diciembre la señora Antonia Rosero presenta “cuadro diarréico agudo de 3 días e evolución, no fiebre, refiere mucho dolor abdominal, TA: 120/85, P: 90, Abd: doloroso, no masa ni ganglios (..) hidratación, coprología, resultado coprológico: predominio PMN neutrófilos, hamaties ocasionales”. Al examen físico se encuentra “paciente febril, mucosas semisecas, abd: peristaltismo (sic), blando, depresible, Dx: continuar hidratación oral (..) se retira líquidos porque la paciente está en mejor estado”. A las 4:00 p.m. “paciente quien presenta pico febril de 38.8º C, se le informó al médico, se aplicó 1 amp. diperona”. A las 7:00 p.m. “paciente egresa del servicio y de la institución en mejores condiciones, con fórmula y medicamentos”.

-. El 27 de diciembre la paciente nuevamente consulta por persistir dolores abdominales “refiere ardor en el epigastrio después de trimetropin sulfa, insomnio y llanto, ansiosa, examen físico en malas condiciones, pálida, débil, abdomen blando, depresible, dolor a la palpación del epigrastrio”. A las 22:30 se le aplicó ranitidina (..) se siente mejor, se da salida (..)”. 

-. El 28 de diciembre la paciente acude nuevamente al centro de salud VIDSA, se presenta “ansiosa, aprehensiva, acusa intenso dolor en región lumbar, además polaquiuria, tenesmo vesical, urgencia miccional, S y S típicos de esofagitis por RGE y gastritis aguda (..) Cta: suero oral, omeprazol, valoración por médico internista-hospitalización”. En otra hoja de la Historia Clínica aparece registrado el mismo día que “(..) se recibe paciente con TA: 120/90, R:28, P: 88, se toman muestras de laboratorio, se empieza a dar suero oral cada 10 minutos y aplica 1 amp. gafanal (sic), 1 tableta orazole, se coloca oxígeno (..) 3 p.m. se recibe paciente en cama en regulares condiciones, se observa semblante pálido con los siguientes S.V., TA: 100/10, P:78-36, se envía para hospitalización”.

En relación con las anotaciones registradas en la Historia Clínica de VIDSA Ltda., el dictamen pericial practicado en el proceso señala:

“(..) Se revisa copias de la historia clínica de VIDSA de mala calidad y algunas sin fecha, de la cual se extracta que la hoy occisa consulta el 4 de octubre/04 porque presenta cólicos menstruales y la regla le duraba más o menos 7 días, presentó amenorrea de 60 días pero regresó, mareos. Ligadura hace 10 años. Última citología normal. Al examen físico: TA: 120/75, cuello: hipertrófico, sinequias a las 6 y 7, aparentemente sana. Se hace tacto vaginal diagnosticando miomatosis uterina, siendo remitida al ginecólogo y solicita ecografía, la cual se toma el 20 Oct./94 y se reporta de características sonográficas (sic) normales. Pequeña imagen ecolúcida, indicativa de su naturaleza quística, de localización anexial izquierda, que dicho quiste ovárico en el momento no es de manejo quirúrgico.

Figura otra consulta (en la hoja no sale la fecha) por cuadro diarreico agudo de tres días de evolución, no fiebre, mucho dolor abdominal. Al examen físico deshidratación GII, álgida, 120/75, P: 90. Se hace diagnóstico de 1) enfermedad diarreica aguda a estudio, 2) deshidratación. La hidratan parenteralmente y se ordena hemograma y coprológico. El coprológico es compatible con cuadro bacteriano porque el wright (sic) muestra predominio de PMN neutrófilos. En nota de evolución del 20 de diciembre/94 a las 7:00 p.m. se dice que hay mejoría del 80%, buen estado general, no fiebre. Se da salida con krodex, medoprin f y pepsamar. Control por consulta externa”.

En relación con la valoración médica realizada el día de los hechos, el dictamen legal, al referirse a los registros de la Historia Clínica, da cuenta de:

“Figura consulta a urgencias el 28-Dic-94 en donde se describe ansiosa, aprensiva, acusa intenso dolor en región lumbar, además polaquiuria (sic), tenesmo vesical, urgencia miccional (sic), T.C.: 90/70, cardiopulmonar: normal. Signos y síntomas típicos de esofagitis por reflujo gastro esofágico y gastritis. En nota sin fecha se dice que se toman laboratorios, se inicia suero oral y 1 tab. de orozole. Se coloca oxígeno 4 L/30 min. Que se observa en regulares condiciones y se envía para hospitalización a las 3:00 p.m.” (prueba decretada por el a quo y practicada en el proceso a solicitud de la parte demandada a folios 169-173 cuaderno 2).

Por su parte, la trascripción mecanográfica de la Historia Clínica del Hospital San José de Popayán registra lo siguiente:

Paciente quien llega a la institución el día 28 de diciembre de 1994 por urgencias a las 16 horas con nota de remisión de VIDSA, con diagnóstico de: 1. Gastritis aguda, 2. Pancreatitis, 3. Neumonía basal.

La paciente consultó por epigastralgia iniciada después de ingestión de trimpetropin sulfa. La paciente aquejaba también disnea, poliquiuria, tenesmo visceral y urgencia “miccional”. A la exploración física encuentra paciente pálida, ansiosa, aprehensiva, álgida, con tos húmeda y sensibilidad dolorosa intensa. Al palpar hipogastrio se presenta un poco deshidratada. El médico remitente solicita valoración por internista de turno. Inicialmente la señora Rosero es valorada por un médico internista, quien ordenó suspender vía oral, canalizar vena y transfundir líquidos endovenosos con dextrosa al 5% 2.000 c.c. a 28 gotas por minuto. Toma 1 Rx de tórax y laboratorios.

Los signos vitales de la paciente al ingreso según notas de la enfermería son: PA=100/60, pulso: 80x min., frecuencia respiratoria: 20 x min., temperatura= 36ºC x min.

La Historia Clínica da cuenta de que “(..) La paciente es trasladada a pensión B, saliendo de urgencias con P.A. de 100/60. Aquí a las 18:30 es valorada por el médico internista de turno. En su historia clínica relata que el cuadro clínico de la paciente tiene 3 días de evolución con epigastralgia asociada a ingestión de 3 tabletas de trimetropin sulfa fusionada para una diarrea, tomó ranitidina para su malestar obteniendo sólo mejoría parcial. Hay agudización del dolor desde ese día a las 11 horas, refiere encontrarla muy adolorida con palidez mucocutánea marcada. P.A. 40/0 P: 120/min. A la exploración física no encuentra alteración cardiopulmonar, el abdomen es blando, fácilmente “depresible” apenas doloroso, en el cuadrante superior derecho. Agrega el antecedente de una falta menstrual en el mes de noviembre/94 y que la paciente tiene sangrado vaginal en el momento. Hace diagnóstico de embarazo roto y solicita evaluación por ginecología”.

A las 20:40 horas la paciente es valorada por el ginecólogo quien diagnostica embarazo roto y choque hipovolémico, manifiesta que el procedimiento a seguir es laparatomía.

A las 21:00 horas la paciente es intervenida por los ginecólogos de turno con intervención del cirujano, quien es llamado durante el acto operatorio. Se toman exámenes de laboratorio, que son reportados a las 21:34 horas. 

Durante el procedimiento se encuentra:

“Hemoperitoneo de 80 a 100 c.c. identifican quiste folicular de ovario derecho roto, sangrado en forma leve, no embarazo extrauterino, anexo izquierdo y útero normal. Se revisa hígado, diafragma, bazo, aorta, iliacas, retro eritoneo, no encuentra signos de sangrado activo, solicita valoración posterior por el internista de turno”.

A las 23:30 horas el médico internista de turno registra que “(..) llama la atención la presencia de choque que mejora transitoriamente con líquidos sin evidenciar el sitio por donde la paciente sangra activamente y la hemoglobina ha bajado a 8,5 gr.d/L”.

A esa misma hora hay nota del anestesiólogo, quien señala dejar a la paciente con “respirador por esfuerzo ventilatorio pobre”.

A las 12:15 horas del día 29 de diciembre de 1994  se registra el paro cardíaco de la paciente (asistolia), se intenta resucitación sin resultado favorable.

Última nota del médico internista registra “XII-29-94 fallece en paro cardíaco-respiratorio, se hablará con los familiares para que permitan la autopsia a fin de establecer plenamente la causa que llevó a esta paciente a un estado de choque severo del cual no se recuperó a pesar de todas las medidas”.

En relación con la atención médica prestada a la señora Antonia Rosero Cardoza, los médicos tratantes manifestaron:

El médico internista Antonio José Hurtado Tejada afirmó conocer a la señora Rosero cuando ésta ingresó al servicio de urgencia de VIDSA y posteriormente la trató en el Hospital San José de Popayán. Sobre el estado de la paciente, el testigo señaló que “(..) inicialmente el cuadro de ella se caracterizaba por dolor lumbar severo e hipotensión. En ella se descartó que tuviese una hemorragia digestiva y que tuviese un evento cardiovascular o respiratorio que estuvieran causando ese problema. Se planteó entonces la posibilidad de que tuviese un embarazo ectópico rato” pues la paciente tenía el antecedente de una falla menstrual, “(..) por esta razón fue trasladada a la Sala de ginecología general del hospital, para examinarla (..) cuando yo la vi en el servicio de urgencias de VIDSA la paciente tenía solamente un cuadro de gastritis aguda, cuando la vi en el Hospital San José estaba gravemente enferma, se quejaba del dolor lumbar severo y estaba hipotencia (sic)”.

Interrogado por “?cómo evolucionó la paciente después de la cirugía?”, el médico Antonio Hurtado contestó “(..) el doctor Solorzano encontró poca cantidad de sangre en los fondos del saco, proveniente posiblemente de un folículo roto, por esta razón tengo entendido yo que llamó al cirujano general”.

Sobre la causa de la muerte el testigo manifestó que “(..) a la paciente se le solicitó autopsia, yo estuve presente al principio de la autopsia, la paciente había sido sometida a acupuntura y ese tratamiento había producido laceración del polo superior de uno de los riñones, esto le produjo un hematoma retroperitonial que fue la causa de la muerte en mi concepto (..) la paciente tenía un quiste policular en el ovario derecho que está roto pero que tiene sangrado leve, esto no explica la gravedad del caso de la paciente”.

Frente a la pregunta de “si la paciente le comentó que fue sometida a acupuntura para aliviar el dolor en las instalaciones de VIDSA Ltda.” el testigo contestó que “no, ni ella ni el esposo me comentaron, para mí fue una sorpresa que en la autopsia se descubriera una lesión grave causada por este procedimiento”.

En relación con los médicos que atendieron a la señora Rosero, el declarante sostuvo que inicialmente fue atendida por él, luego por el ginecólogo Antonio Solorza y durante la cirugía por el doctor Vivas (prueba testimonial decretada y practicada por el Tribunal a solicitud de las partes a folios 25 a 29 cuaderno 2).

El médico cirujano de VIDSA Ltda. Oscar Tovar Gómez, manifestó no conocer a la señora Antonia Rosero, ni haberla tratado como su paciente. Afirmó que para la fecha de los hechos, es decir, 28 de diciembre de 1994, no se encontraba en la ciudad, pues “(..) estaba chocado en Ipiales en el Parque Santander por un accidente de tránsito que tuve en mi vehículo particular con el de la señora Nancy Mora de Medellín y desde el día 26 de diciembre estaba gozando de vacaciones por una licencia de 10 días”, afirmaciones soportadas con la certificación de la Secretaria de Tránsito y Transporte Municipal de Ipiales y con el permiso de la Sociedad VIDSA Ltda., que le concede una licencia no remunerada a partir del 26 del mes y año ya referido (documentos aportados por el declarante en desarrollo de la audiencia en copia auténtica a folios 35-39 cuaderno 2).

Sumado a lo anterior, el testigo señaló que en VIDSA no se practicaba la acupuntura, pues tales servicios no hacían parte del contrato suscrito con Cajanal. Sin embargo, sostuvo que el médico Lara practicaba terapia neural
, pero nunca en las instalaciones de VIDSA.

En relación con la prestación de servicios a los beneficiarios de los afiliados de Cajanal, el doctor Tobar manifestó que “(..) de acuerdo con las cláusulas del contrato de entonces, no tenían derecho a servicios de hospitalización ni cirugía, por lo tanto la responsabilidad de VIDSA Ltda., terminaba en el momento en que por motivos de salud de la paciente debía remitirse a un centro más especializado y donde posiblemente, de acuerdo con lo encontrado en el diagnóstico, el beneficiario debiera someterse a tratamiento clínico o quirúrgico” (prueba testimonial decretada y practicada por el Tribunal a solicitud de las partes a folios 30 a 33 cuaderno 2).

El doctor Rodrigo Adolfo Mosquera Guevara fue enfático en afirmar que en el centro médico de VIDSA “(..) nunca se practicó acupuntura puesto que es un procedimiento que no estaba autorizado por dicha entidad (..) lo único que se le aplicó a la paciente fue destroza y un analgésico que se llama Depropoxifeno por vía intramuscular. En ningún momento se le aplicó acupuntura. Realmente no sabemos si por fuera de VIDSA le aplicaron este procedimiento”.
Por último, el testigo da cuenta de que “(..) en la laparotomía que se le practicó horas antes de su fallecimiento donde en la descripción operatoria encuentran un quiste folicular de ovario derecho roto sangrando en forma leve, el ovario izquierdo era normal, aclaro que todos los quistes foliculares se rompen uno cada mes para liberar el ovulo que posiblemente será ovulado (sic)” (prueba testimonial decretada y practicada por el Tribunal a solicitud de las partes a folios 41 a 44 cuaderno 2).

La médico cirujano de VIDSA Ltda. Ivonne Deborah Fals De La Torre expresó que en dicho centro de salud no se realizaban procedimientos de acupuntura ni terapia neural, pues todos los profesionales que prestaban sus servicios en dicha institución practicaban la medicina ortodoxa.

Observando la Historia Clínica, la testigo sostuvo que el 27 de diciembre de 1994 la paciente había sido atendida en VIDSA, encontrándose ansiosa, débil, con tensión arterial de 90/60 y pálida, sintomatología que persiste al día siguiente y por eso es remitida al hospital. Manifestó que “(..) se podría suponer que si esta paciente recibió tratamientos con acupuntura días anteriores a su atención en VIDSA, está lesión produjo sangrado no muy abundante por el tamaño de la lesión y se agudizó después” (prueba testimonial decretada y practicada por el Tribunal a solicitud de las partes a folios 46 a 49 cuaderno 2).

Finalmente, en la declaración del médico Diógenes Francisco Sarria Velasco, en su condición de Director Ejecutivo de la Empresa Vida y Salud para un Nuevo Siglo VIDSA Ltda., para la época de los hechos, informa que la señora Antonia Rosero Cardoza era beneficiaria de afiliado y por ende los servicios “(..) que nosotros le prestábamos a la Caja Nacional a este tipo de pacientes era relativamente restringido” y en lo relacionado con los procedimientos de terapia neural y acupuntura, el testigo señaló que “(..) como política de la empresa, se les manifestó a los médicos que la empresa se limitaría a cumplir con el objeto del contrato 1469 celebrado entre las partes y que bajo ningún aspecto este contrato habla de terapia neural, por lo tanto no podríamos extender o ampliar el objeto del contrato en mención. Soy reiterativo que fue una política de la empresa y hasta el 30 de mayo del año en curso (1997), cuando dejé la empresa, esa política continuaba en firme” (prueba testimonial decretada y practicada por el Tribunal a solicitud de las partes a folios 53 a 56 cuaderno 2).

2.2.2. Obra en el plenario el registro de defunción de quien en vida respondió al nombre de Antonia Rosero Cardoza. En dicho documento consta que la antes nombrada murió el 29 de diciembre de 1994 en Popayán (Cauca) a causa de un “choque hipovolémico
” (prueba aportada por la parte actora en copia auténtica a folio 39 cuaderno 2). 

La diligencia de autopsia, por su parte, evidencia los hallazgos externos e internos que se presentaron en el cadáver de la señora Antonia Rosero Cardoza, así:

En relación con el estudio macroscópico del cadáver, el examen exterior da cuenta del “(..) cuerpo de una mujer de raza mestiza que mide 1,68 m, ligeramente obesa, con buen estado de desarrollo con livideces, sin rigidez extrema”.

Al ser analizada la piel de la víctima, los médicos forenses encontraron:

“Textura normal, con cianosis en el rostro, sin ictericia, ni pigmentaciones, ni acromías, si edemas. Tiene una incisión quirúrgica mediana supra principalmente infraumbilical, que mide 17 cms, está debidamente suturada. En la región paramedial, en región toraccica (sic) y abdominal hay 4 señales de punción a cada uno de los lados de las líneas medias para un total de 8 signos de punción, con micro hematomas en estos sitios de punción” (negrillas fuera de texto).
El examen interno registra “(..) arterias mesentéricas permeables, ganglios linfáticos normales. En el tejido graso hay evidencias de laceración por punción de 4 sitios diferentes. El mayor de los cuales mide 2 x 0,2 c.m. El retoperitone tiene aproximadamente 800 c.c. de sangre y hay un hematoma con compromiso de múltiples sitios así: compromete la porción superior del riñón izquierdo (perirrenal (sic) a nivel del polo inferior), piso del abdomen, grasa perirrenal (sic) izquierda y región para-órtica. Este hematoma no distiende ni abonba (sic) el retroperitoneo, el cual no está suturado y se estima que entre la sangre que se encuentra líquida y la contenida en los sitios de compromiso del hematoma hay aproximadamente 1.220 c.c. de sangre. Las otras estructuras retroperitoenales tienen congestión en las superficies” (negrillas fuera de texto).

En el estómago se encontró “pared y seros ligeramente congestivas. La mucosa tiene múltiples áreas erosivas con hemorragia submucosa, sin líquido hemático en cavidad, el foco hemorrágico erosivo es más marcado en el fondo y en el cuerpo en un área superior al 40% de estas porciones”. 

El examen interno de los riñones da cuenta de que “(..) cada uno de ellos pesa 140 gr.  Y tiene tamaño normal. El riñón izquierdo a la altura de su polo superior tiene una laceración vertical de 1 c.m. de longitud con hematoma a su alrededor de 6x3x3 c.m. que involucra la grasa perirrenal (sic). La zona ulcerada tiene equimosis a su alrededor en el área del parénquima. El resto de éste lo único que tiene son pirámides y papilas hiperémicas” (negrillas fuera de texto).

En relación con los órganos pélvicos, el examen informa:

“Útero y anexos. Cervix normal, el miometrio sin tumores. El endometrio es liso. Las trompas son normales. Cada ovario mide 2.5 x 1 c.m. Ambos tienen pequeños quistes hemorrágicos que en promedio miden 0,5 c.m. de los cuales en el ovario derecho está con una minúscula zona de perforación” (negrillas fuera de texto).

En el cerebelo se encontró “amígdalas prominentes, herniadas, con aspecto edematoso”. 

El examen microscópico presenta i) estómago con “extensas áreas de atrofia, ulceración superficial, hemorragia con abundantes PMNN”, ii) ovarios “con quistes pequeños tapizados por células de la granulosa”, iii) riñones “con extensas áreas de necrosis tubular, congestión”, iv) piel con “áreas de severa hiperqueratosis” y v) cerebelo “con leves halos pericelulares y signos indicativos de edema” (documento requerido por el a quo en el auto de pruebas por solicitud de la parte actora y aportado en copia auténtica por el Departamento de Patología del Hospital Universitario San José de Popayán, visible a folios 69-76 cuaderno 2).

En virtud de los anteriores hallazgos, el diagnóstico anatomopatológico final, practicado por el Hospital San José de Popayán
, da cuenta de lo siguiente:

1.- Gastritis hemorrágica crónica severa con historia de epigastralgia severa

2.- Antecedentes de acupuntura

3.- Laceración traumática del riñón izquierdo con i) hematomas perirrenal y de la pared del piso del abdomen, ii) hemoperitoneo y hemoretroperitoneo y iii) historia de choque hipovolémico.

4.- Laceración traumática de mesenterio

5.- Post-quirúrgico de laparatomia

6.- Quistes foliculares de ovarios con ruptura de uno del ovario derecho

7.- Congestión visceral generalizada

8.- Necrosis tubular aguda

9.- Edema cerebral con herniación de amígdalas cerebelosas

10.- Adenomiosis
2.2.3. Con fundamento en las anteriores anotaciones, el dictamen pericial practicado en el proceso responde los interrogantes planteado por la Caja Nación de Previsión Social y el Tribunal así:

En relación con la causa de la muerte de la señora Antonia Rosero Cardoza, el dictamen, con fundamento en el protocolo de autopsia, lo registrado en la Historia Clínica y lo consignado en el certificado de defunción, da cuenta de i) choque hipovolémico secundario a laceración traumática del riñón izquierdo con hematoma “perirrenal” y de la pared del piso del abdomen, ii) hemoperitoneo y “hemorretroperitoneo” y iii) laceración traumática de “mesentereo”, por elemento punzante.

Frente al interrogante sobre “si los procedimientos médicos quirúrgicos se realizaron acorde con la sintomatología de la señora Antonia Rosero Cardoza, analizando el cuadro médico durante todo el tiempo en que fue atendida por los profesionales de la medicina  y señalando si la atención presentada fue la adecuada al caso”, el dictamen informa que inicialmente la paciente había presentado un cuadro diarreico agudo bacteriano y después se tornó en mixto, es decir, infeccioso y parasitario, en principio con buena evolución. Luego, la paciente consulta por sintomatología digestiva “(..) epigastralgia = ardor en la boca del estómago posterior a la ingesta de trimetropin sulfa”, urinaria “disuria = ardor al orinar, poliquiura = orinadera, tenesmo vesical y urgencia miccional”.

En cuanto al examen físico, el dictamen señala que la paciente se encuentra “(..) pálida, ansiosa, aprensiva, llanto fácil, tos con expectoración escasa, sensibilidad dolorosa intensa a la palpación del epigastrio”, razón por la cual es remitida al Hospital San José de Popayán.

Sobre el procedimiento de acupuntura que según la demanda le fue practicado a la señora Antonia Rosero, el dictamen es enfático en afirmar que “(..) en ninguna parte de la historia clínica figura la realización de la acupuntura (..) cuya práctica es más que todo a nivel particular (..) con base en la versión del esposo y los hallazgos descritos en la autopsia consistentes en cuatro señales de punción a cada lado del tórax y abdomen, en mesentereo, los hematomas y laceración del riñón, se puede deducir que sí hay relación de la causa de la muerte con la aplicación de la acupuntura. Aunque en ninguna parte de la historia clínica aportada figura dicho procedimiento tampoco hay otra causa que explique los hematomas y laceraciones encontradas en el abdomen” (negrillas fuera de texto, fls. 169-173 cuaderno 2).   

2.3. Responsabilidad de la entidad pública y de un particular demandado

2.3.1. Fuero de atracción

En relación con el fuero de atracción y su aplicación en la jurisdicción de lo contencioso administrativo, la Corporación se ha pronunciado en diversas ocasiones así:

En sentencia de 28 de octubre de 1993
, la Sala consideró: 

“La Sala no hace suya la perspectiva jurídica que maneja el tribunal de instancia, cuando concluye que la jurisdicción contenciosa administrativa no puede conocer de la denuncia del pleito que se hizo a la Universidad Santo Tomás y a la señorita Vilma Sofía Cassab, porque los asuntos que respeto de tales centros de imputación jurídica se discuten, deben analizar desde la óptica del derecho privado.  Y no la hace suya porque en jurisprudencia reiterada ha sentado pauta en el sentido de que en virtud del FUERO DE ATRACCION ello sí es posible.  Así en sentencia de 26 de marzo de 1993, Expediente No. 7476, Actor ANA MARIELA CHAMORRO, se recordó:

"El anterior recuento sobre el desarrollo del proceso lleva al sentenciador a concluir que, habiendo sido también demandados LA NACION  -  MINISTERIO DE OBRAS PUBLICAS Y TRANSPORTE y el Municipio de Popayán, de cuyos actos, hechos y operaciones administrativos conoce esta jurisdicción, tales centros de imputación jurídica arrastraron a la jurisdicción especial en virtud del fuero de atracción, a las personas jurídicas SOCIEDAD CENTRALES ELECTRICAS DEL CAUCA S.A "CEDELCA" y EMPRESAS DE ACUEDUCTO Y ALCANTARILLADO DE POPAYAN, cuya responsabilidad extracontractual en principio debería ser conocida y decidida por Injusticia ordinaria.

"Resultaría contrario a la lógica de lo razonable, y a los principios de ECONOMIA, CELERIDAD Y EFICACIA, cualquier conclusión que llevara a definir que, por resultar solo responsable, en casos como el presente, la Empresa Industrial y Comercial del Estado, se perdió la jurisdicción que nació en virtud del FUERO DE ATRACCION (..)”.
En sentencia de 29 de agosto de 2007
, la Sala destacó que operatividad del fuero de atracción resulta procedente siempre y cuando desde la formulación de las pretensiones y la presentación del soporte probatorio de las mismas en el libelo contentivo de la demanda, pueda inferirse que existe una probabilidad mínimamente seria de que la entidad o entidades públicas demandadas, por cuya implicación en la litis resultaría competente el juez administrativo, sean efectivamente condenadas. Tal circunstancia es la que posibilita al mencionado juez administrativo adquirir y mantener la competencia para fallar el asunto en lo relativo a las pretensiones enderezadas contra aquellos sujetos no sometidos a su jurisdicción, incluso en el evento de resultar absueltas, por ejemplo, las personas de derecho público, igualmente demandadas, cuya vinculación a la litis determina que es la jurisdicción de lo contencioso administrativo la llamada a conocer del pleito.
En sentencia de 30 de agosto de 2007
, la Sección precisó que la circunstancia de que algunos de los sujetos vinculados al proceso sean juzgados generalmente por el juez ordinario, no excluye la competencia de esta jurisdicción por la aplicación del fuero de atracción. Basta que el demandante, con suficientes fundamentos fácticos y jurídicos como en el caso presente, impute acciones u omisiones contra varios sujetos y que uno de ellos deba ser juzgado por esta jurisdicción, para que ésta asuma la competencia, sin que resulte relevante que la sentencia finalmente absuelva al ente público. En esta providencia, se hace la siguiente cita:

“(..) cuando un daño pudo haber sido causado o puede resultar imputable a una entidad pública y a uno o varios particulares, aquel arrastra a los particulares al proceso contencioso administrativo, sin perjuicio de que en la sentencia se absuelva o se condene solamente al ente oficial.

Cuando en la producción del daño se plantea una causa imputable a una entidad de derecho público, el juzgamiento corresponde a esta jurisdicción, aunque se prediquen otras causas atribuibles a una o varias entidades particulares, cuyo juez natural en principio lo es el ordinario, pero que en virtud del fenómeno procesal del fuero de atracción, pueden ser juzgadas por esta jurisdicción al haber sido demandadas con la entidad estatal. 

En efecto, la tesis del fuero de atracción, permite que la jurisdicción de lo contencioso administrativo asuma el juzgamiento de una entidad que normalmente debe ser juzgada por la justicia ordinaria, siempre que sea demandada ante el contencioso administrativo junto con otra entidad cuyo juzgamiento sí corresponda a ésta jurisdicción.”

Por último, en providencia de 1 de octubre de 2008
 la Sección reiteró que cuando se formula una demanda, de manera concurrente, contra una entidad estatal y contra un sujeto de derecho privado por un asunto que en principio debería ser decidido ante la jurisdicción ordinaria, el proceso debe adelantarse ante esta jurisdicción, que adquiere competencia para definir la responsabilidad de todos los demandados
.

De todo lo anterior se concluye que esta jurisdicción tiene competencia para vincular y juzgar a los particulares o personas de derecho privado en virtud del fuero de atracción, aun cuando al momento de realizar el análisis probatorio del proceso se establezca que la entidad pública, también demandada, no es responsable de los hechos y daños que se le atribuyen en la demanda. Sin embargo, el factor de conexión que da lugar a la aplicación del fuero de atracción y que permite la vinculación de personas privadas que en principio están sometidas al juzgamiento de la jurisdicción ordinaria, debe tener un fundamento serio, es decir que, en la demanda, se invoquen acciones u omisiones que, razonablemente, conduzcan a pensar que su responsabilidad pueda quedar comprometida
.

2.3.2. Cláusula de indemnidad

En materia de salud se encuentra de manera frecuente documentos que de una u otra forma restringen el derecho del usuario del servicio a reclamar indemnización de perjuicios, en caso de resultar afectado con la atención médica suministrada. Este es el caso del consentimiento informado que los pacientes consignan en formularios elaborados por la misma entidad prestadora del servicio o en contratos de adhesión o de condiciones uniformes en los que se exonera de responsabilidad a la institución hospitalaria y a los médicos tratantes, por eventualidades que puedan surgir en desarrollo de una intervención quirúrgica o durante un tratamiento médico. De igual forma acontece con los contratos de prestación de servicios profesionales, en los cuales se libera al deudor de ciertos efectos y se impide al acreedor el ejercicio de ciertos derechos nacidos de la contratación.

En efecto, en el Contrato de Prestación de Servicios No. 1469 de 28 de diciembre de 1993 la Caja Nacional de Previsión suscribió y la Sociedad VIDSA Ltda. pactaron que “(..) el contratista respondería por los daños que se causara a los usuarios por razón de la deficiente prestación del servicio a que se obligaba por este contrato (..)”. Así mismo, acordaron que si Cajanal era demandada y/o condenada por cualquier hecho, omisión u operación realizada por el contratista, éste asumía la condena como propia (prueba aportada en copia auténtica por la parte demandada a folios 103-104 cuaderno 1-cláusula tercera del contrato).

Ciertamente esta cláusula se traduce en indemnidad o exoneración de responsabilidad de la entidad pública demandada por los hechos de su contratista y que en ejecución del contrato se causen daños a terceros, la Sala considera que dicho pacto sólo surte efectos entre los contratantes que suscriben el acuerdo y por ende es inoponible a terceros, en la medida en que el derecho a la vida y la conexión que surge entre éste y la salud, es irrenunciable, sin que se pueda liberar a las entidades prestadoras de estos servicios de su deberes de salvaguardar los derechos e intereses jurídicamente protegidos y de responder en los términos del artículo 90 constitucional, si a ello hubiere lugar. 

Sobre el particular, la Corporación ha señalado que cuando el Estado confía la ejecución de una obra o la prestación de un servicio a un particular contratista, es como si él mismo lo ejecutara o prestara –se destaca-:
“(..) Cuando la administración contrata la ejecución de una obra pública es como si la ejecutara directamente. Es ella la dueña de la obra; su pago afecta siempre el patrimonio estatal y su realización obedece siempre a razones de servicio y de interés general. El hecho de que no la ejecute con personal vinculado a su servicio obedece, la más de las veces, a insuficiencia o incapacidad técnica de su propio personal o a falta de equipo adecuado.  Por tal razón la administración, sin que por eso pierda la actividad el carácter de público, debe acudir a la colaboración de los particulares liara el cumplimiento de ciertos cometidos de servicio. La colaboración en el caso de obra pública no vuelve privada esa actividad, como no le quita el carácter de público al trabajo así ejecutado.  Esa colaboración por participación cuando es voluntaria, caso del cocontratante de la administración cuya actividad tienda a la prestación o ejecución de un servicio público, hace a este particular partícipe ocasional de la función pública no en calidad de agente o funcionario sino como un órgano más de la gestión estatal.

En otros términos: El contratista de una obra pública no se vuelve agente de la administración ni funcionario suyo; es ella misma la que actúa. Hay aquí una ficción de orden legal. Ni siquiera puede hablarse que la entidad contratante responda en forma indirecta por el hecho del contratista.  No, la responsabilidad es simplemente directa, así como lo es la responsabilidad estatal por el hecho de un funcionario o empleado público.  No puede olvidarse que no obstante que todo comportamiento o conducta estatal es obra de un servidor público, en principio, el Estado es el responsable de las consecuencias dañosas de ese comportamiento. Responsabilidad que en todos los casos es directa, no indirecta, a pesar de que el perjuicio se haya producido por la actuación de una persona vincularla a la administración, la que no es propiamente un mandatario o representante del Estado, sino órgano suyo, integrante en esta calidad de la estructura misma del ente estatal.  Por tal motivo la conducta o actuación de dicha persona es la conducta o actuación del Estado mismo.  De allí que sostenga la doctrina que sería un contrasentido hablar de responsabilidad indirecta, pues los servidores públicos no son terceros respecto del Estado, sino partes del mismo, ejecutores de la actividad estatal, la que no se concibe sino a través de las acciones u omisiones de las personas vinculadas a su servicio.

Es frecuente observar que en los contratos de obra pública se pacte que el contratista será el responsable de los daños a terceros; pero esto no quiere decir que la administración no responda frente a éstos.  Es quizás esta creencia la que produjo la desviación del Tribunal en el fallo que se revisa y en el concepto de la Fiscalía.

En primer término, debe observarse que la cláusula así concebida (la vigésima cuarta o de indemnidad) no puede interpretarse como exonerante de responsabilidad para la Empresa.  Si así lo fuera sería absolutamente nula.  La cláusula vale entre las partes, pero no es oponible a los terceros.  Cualquier convención que suprima la responsabilidad extracontractual (la de los contratantes frente a los terceros lo es) es por consiguiente ilícita en todos los campos, o sea por actos personales o ajenos, por obra de las cosas o de los animales.

Aunque la cláusula esté pactada contractualmente, la responsabilidad frente a terceros sigue siendo extracontractual: es una responsabilidad de esta índole reglamentada por un contrato y descartada para una de las partes por una cláusula de no responsabilidad.

La cláusula así convenida obliga a las partes.  Pero ella es "res inter alios acta" frente a los terceros.  Por ese motivo, la demandante al accionar contra la Empresa lo hizo correctamente.  Como también habría podido demandar sólo a Conciviles o a esta sociedad solidariamente con la Empresa. La validez de la cláusula entre las partes es la que le permitirá a la entidad pública, en el evento de que la condena se estime procedente, reclamar a Conciviles por el valor de lo reconocido (..)”
.

El punto relacionado con el alcance de cláusulas de exoneración de responsabilidad frente a terceros no es nuevo en la jurisprudencia del Consejo de Estado.  En un asunto donde se discutía el alcance de una cláusula similar a la pactada en el Contrato Nº 3009 (la vigésima cuarta) la Corporación definió, en providencia de 20 de junio de 1973, que tal cláusula no eximía al Municipio de Medellín por los daños causados a terceros durante la ejecución del contrato y expresó:

"Lo normal es que quien infiere daño  - por acción o por omisión -  sea la persona obligada a su resarcimiento.  Y en el caso que nos ocupa, por aplicación del artículo 2347 del Código Civil la responsabilidad le cabría al arquitecto empresario, quien debe responder igualmente de los daños producidos por quienes obran como empleados o dependientes suyos. Sin embargo, la prestación de los servicios públicos es la obligación primordial del Estado y sólo a él cabe responsabilidad por mala prestación de los mismos; tal alcance tiene el artículo 16 de la Constitución Nacional (..). Entonces, puede el Municipio contratar con particulares la construcción o reparación de una calle; pero no termina por eso su responsabilidad frente a los administrados (..)".

De lo anterior se concluye que el Estado es el directo responsable de los servicios públicos, sin que pueda exonerarse de dicho compromiso por convención entre las partes, más aun cuando lo pactado es ajeno a los intereses de terceros que resultan damnificados con la prestación del servicio.

En consecuencia, en el evento de que la condena se estime procedente, la entidad pública podrá reclamar de su contratista el valor de lo reconocido a las víctimas.

2.3.3. Caso concreto

En el presente caso, la parte actora imputa responsabilidad a la Nación-Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, a la Caja Nacional de Previsión Social y a la sociedad Vida y Salud para un Nuevo Siglo VIDSA Ltda., por i) el control que debe ejercer el ministerio sobre las entidades prestadoras del servicio de salud, ii) la condición de beneficiaria de afiliado de Cajanal por parte de señora Rosero y iii) la aplicación de una acupuntura en el centro médico VIDSA, por el vínculo contractual que tenía con la E.P.S.

El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social propone la excepción de falta de legitimación por pasiva, pues, dentro de sus funciones no se encuentra la prestación del servicio médico.

Al respecto, la Sala debe anotar que la legitimación en la causa no es una excepción, en la medida en que la misma se constituye en un medio de defensa que enerva la pretensión y en caso de prosperar conlleva a la negación de las pretensiones de la demanda. Por lo tanto, no resulta fundada la “excepción” propuesta. No obstante, la Sala considera necesario analizar la legitimación que le asiste al referido ministerio en el caso concreto.

Como se observa, el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social ejerce una función de control sobre las entidades que prestan directamente el servicio de salud, pero no es un prestador directo del mismo, por lo que no puede endilgarse responsabilidad alguna en los hechos de que trata la presente demanda, tal y como fue considerado por el a quo. 

Distinta suerte corre la Caja Nacional de Previsión Social, quien, además de gozar de personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente
, es decir legitimada para actuar por sí sola, tiene vinculación directa i) con sus afiliados y beneficiarios, en virtud del sistema de seguridad social que se deriva de la relación laboral o reglamentaria del empleado con su patrono y ii) con clínicas particulares que ofrecen un servicio médico-asistencial a quienes reporte la EPS, en los términos del contrato de prestación de servicios.

En efecto, fue en ejercicio de dicha autonomía, que Cajanal expidió la Resolución No. 5457 de 27 de diciembre de 1993 “por la cual se adoptan las cláusulas comunes en los contratos que celebre la Caja Nacional de Previsión Social para la prestación de los servicios integrales de salud”, en la cual se establece una cláusula común denominada “ATENCIÓN DE BENEFICIARIOS” que prevé i) consulta de urgencias, medicina general y especializada, ii) consulta de odontología general, exodoncia, endodoncia, operatoria y radiología odontológica, iii) laboratorio y iv) suministro de medicamentos (prueba aportada en copia auténtica por la parte demandada a folios 148-156 cuaderno 1).

Como consecuencia de lo anterior, la Caja Nacional de Previsión suscribió con la Sociedad VIDSA Ltda., el Contrato de Prestación de Servicios No. 1469 de 28 de diciembre de 1993, cuyo objeto es “prestar los servicios integrales de salud a la población descrita en la cláusula segunda del contrato, en forma directa o a través de la subcontratación”, con una vigencia de veinticuatro (24) meses desde el 1 de enero de 1994. La población que el contratista se compromete a cubrir es la correspondiente a los afiliados, beneficiarios y pensionados de la Caja y en la parte motiva del contrato, las partes acordaron someter sus obligaciones a las previsiones de la referida Resolución 1469 de 1993.

En el presente caso, la señora Antonia Rosero Cardoza era beneficiaria del señor Rodrigo Armando Castillo, afiliado a Cajanal, correspondiendo a VIDSA
, en virtud del contrato mencionado, la prestación del servicio de salud a los usuarios de dicha EPS. 

En relación con la atención médica suministrada a la señora Rosero, las pruebas aportadas por las partes dentro de las oportunidades legales y las allegadas en debida forma al proceso, permiten concluir que la señora Antonia Rosero, en calidad de compañera permanente del señor Rodrigo Armando Castillo, afiliado a la Caja Nacional de Previsión Social, recibió atención médica como paciente beneficiaria, derecho éste que excluye el servicio hospitalario y quirúrgico, al tenor de lo dispuesto en el Contrato de Prestación de Servicios de Salud Integral No. 1469 de 1993 y la Resolución No. 5457 del mismo año, documentos a través de los cuales se restringían los servicios médicos para los beneficiarios de los afiliados a Cajanal, a aquellos que de manera general y especializada estuvieran disponibles en la sede de la Sociedad VIDSA Ltda.

El equipo médico de VIDSA brindó a la señora Antonia Rosero Cardoza una atención general inicial, con valoración de su sintomatología, exámenes físicos y de laboratorio, diagnóstico y suministro de medicamentos, de conformidad con los procedimientos de la medicina tradicional. Luego, a raíz de la gravedad de los síntomas y la evidente manifestación de dolor por parte de la paciente, fue sometida a valoración especializada por el internista y el ginecólogo, quienes determinaron la necesidad de hospitalizarla y practicarle una laparotomía para encontrar la causa del problema. Es por esta razón que es remitida al Hospital San José de Popayán (Cauca), que a su vez tenía vínculo contractual con VIDSA Ltda., para prestar los servicios de hospitalización y cirugía
. Agotados los procedimientos, la señora Antonia Rosero falleció.

No obstante haberse acreditado la atención médica en los términos ya indicados, el análisis en conjunto de los medios de pruebas que obran en el proceso, permiten concluir que tal y como fue considerado por el a quo, la responsabilidad de la sociedad VIDSA Ltda. se encuentra comprometida.

Si bien en ninguna parte de las Historias Clínicas que reposan en el plenario dan cuenta de la realización de acupuntura en el cuerpo de la señora Rosero, dicha situación por sí sola no descarta la práctica de referido procedimiento, máxime cuando en la declaración del médico Antonio José Hurtado se evidencia que el médico Tobar, quien estaba adscrito a VIDSA, realizaba terapia neural a sus pacientes.

Sumado a lo anterior, la Sala no se explica cómo VIDSA, al momento de realizar el examen físico de la paciente, ante las manifestaciones de dolor intenso en la región lumbar y abdominal, no se percató de los hematomas que presentaba la piel de la señora Rosero y que rodeaban cada una de las punciones. Tampoco se explica cómo en la laparatomia no se encontró ningún hallazgo de las punciones.

Es de anotar que en el resultado de la autopsia se encontraron cuatro (4) señales de punción a cada uno de los lados de las líneas medias del cuerpo, es decir, en la región torácica y abdominal y detecta laceraciones en el tejido graso y hematomas en la piel que internamente comprometían la porción superior del riñón izquierdo, con múltiples áreas erosivas y hemorragias marcadas en la pared del piso del abdomen.

Dichos hallazgos fueron confirmados por el médico internista Antonio José Hurtado Tejada, quien participó en la realización de la autopsia. Sostuvo que la paciente fue sometida a la práctica de acupuntura que le produjo laceración del polo superior del riñón izquierdo y esto a su vez un hematoma “retroperitonial” que a la postre le causó la muerte. 

Sobre la causa de la muerte, los peritos, con fundamento en la Historia Clínica y en la autopsia practicada al cadáver, concluyen que la acupuntura en el caso de la señora Rosero, tiene relación directa con el resultado dañoso.

De conformidad con lo anterior, la Sala concluye que en el presente asunto los indicios permiten establecer el nexo causal existente entre el tratamiento médico que le fue suministrado en VIDSA Ltda. y la causa directa de su fallecimiento, cual es la laceración a nivel de riñón izquierdo, causada por un procedimiento de acupuntura que las pruebas indican le fue practicado en dicho centro médico.

En consecuencia, se entiende que no sólo la Sociedad VIDSA Ltda. es la llamada a responder por la muerte de la señora Antonia Rosero Cardoza, sino también la Caja Nacional de Previsión Social –Cajanal-, quien contrató con la primera la prestación de servicios de salud, pues se entiende que fue ésta, a través de un particular, quien brindó el servicio a la víctima y en su condición de Estado tiene la obligación primaria y directa de reparar el daño causado. Por tanto, la indemnización de perjuicios deberá ser asumida por la entidad pública demandada, quien podrá reclamar de su contratista VIDSA Ltda., el valor de lo reconocido a los demandantes.

Por último, en relación con el quiste que presentada la señora Rosero en el ovario derecho, es de anotar que de conformidad con la Historia Clínica, el dictamen pericial, la autopsia y la declaración de los médicos tratantes –Hurtado y Mosquera-, se puede concluir que dicho evento no explicaba la gravedad de los síntomas, máxime cuando “(..) los quistes foliculares se rompen uno cada mes para liberar el ovulo que posiblemente será ovulado (sic)”, ni tampoco constituyó la causa de la muerte.

2.4. Indemnización

En el presente asunto, la Sala actualizará las sumas reconocidas por el Tribunal, toda vez que la parte actora no apeló la liquidación de perjuicios realizada por el a quo y el análisis de los mismos se encuentra ajustado a la realidad procesal y legal del caso.

2.4.1. Perjuicios morales

Establecidos como se encuentran los vínculos de consanguinidad y convivencia de la víctima y los demandantes, con las previsiones ya señaladas en el capítulo de legitimación en la causa por activa, plenamente acreditados con las pruebas documentales y testimoniales a las que se ha hecho referencia, hacen presumir la afectación moral que la muerte de la señora Antonia Rosero Cardoza les causó.

En consecuencia, Cajanal pagará a favor de los demandantes las siguientes sumas de dinero, liquidadas en salarios mínimos legales mensuales vigentes, como lo viene sosteniendo la Corporación desde la Sentencia de 6 de septiembre de 2001, proferida dentro del proceso acumulado No. 13.232–15646
.

A favor de Rodrigo Armando Castillo, en su condición de compañero permanente de la víctima, el equivalente a CIEN (100) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES, liquidados a la fecha de ejecutoria de esta sentencia. 

A favor de Jorge Augusto y Jair Castillo Rosero, en su condición de hijos de la víctima, el equivalente a CIEN (100) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES para cada uno de ellos, liquidados a la fecha de ejecutoria de esta sentencia. 

A favor de Betty Yolanda, Marleny, Dora Vidalia y Amparo Rosero Cardoza, en su condición de hermanas de la víctima, el equivalente a CINCUENTA (50) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES para cada uno de ellos, liquidados a la fecha de ejecutoria de esta sentencia. 

2.4.2. Perjuicios materiales

El Tribunal condenó al pago de las siguientes sumas:

A favor de Rodrigo Armando Castillo la suma de CUATRO MILLONES DOSCIENTOS SETENTA Y DOS MIL NOVECIENTOS TREINTA PESOS CON VEINTISEIS CENTAVOS MCTE ($4.272.930,26).

A favor de Jorge Augusto Castillo Rosero la suma de UN MILLÓN TREINTA MIL CIENTO VEINTISEIS PESOS CON TREINTA Y DOS CENTAVOS ($1.030.126,32).           

A favor de Jair Castillo Rosero la suma de TRES MILLONES CINCUENTA Y SIETE MIL CIENTO SETENTA PESOS ($3.057.170.oo).

Estos valores deberán actualizarse a la fecha de esta sentencia, así:

Para Rodrigo Armando Castillo:
Va = Vh  Índice final    (abril 2011)

                Índice inicial   (mayo 2000)

Va = $4.272.930,26       107,25

                                      60,99

Va = $7.513.884

Para Jorge Augusto Castillo Rosero:

Va = Vh  Índice final    (abril 2011)

                Índice inicial   (mayo 2000)

Va = $1.030.126,32      107,25

                                     60,99

Va = $1.811.462

Para Jair Castillo Rosero:
Va = Vh  Índice final    (abril 2011)

                Índice inicial   (mayo 2000)

Va = $3.057.170.oo    107,25

                                    60,99

Va = $5.375.987

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, en Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección “B”

R E S U E L V E

MODIFICAR la sentencia de 9 de mayo de 2000, proferida por el Tribunal Administrativo del Cauca, la cual quedará así:

PRIMERO.- DECLARAR administrativa y extracontractualmente responsable a la Caja Nacional de Previsión Social de los daños y perjuicios ocasionados a  los demandantes Rodrigo Armando Castillo; Jorge Augusto y Jair Castillo Rosero; Jeremías Rosero; Betty Yolanda, Marleny, Dora Vidalia y Amparo Rosero Cardoza, por la muerte de la señora Antonia Rosero Cardoza, ocurrida el 29 de diciembre de 1994, como consecuencia de la falla en la prestación del servicio médico, atribuible a la entidad demandada al igual que a la Sociedad VIDSA Ltda.

SEGUNDO.- Como consecuencia de lo anterior, CONDENAR a la Caja Nacional de Previsión Social al pago de las siguientes sumas de dinero, por concepto de perjuicios morales:

A favor de Rodrigo Armando Castillo, en su condición de compañero permanente de la víctima, el equivalente a CIEN (100) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES, liquidados a la fecha de ejecutoria de esta sentencia. 

A favor de Jorge Augusto y Jair Castillo Rosero, en su condición de hijos de la víctima, el equivalente a CIEN (100) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES para cada uno de ellos, liquidados a la fecha de ejecutoria de esta sentencia. 

A favor de Betty Yolanda, Marleny, Dora Vidalia y Amparo Rosero Cardoza, en su condición de hermanas de la víctima, el equivalente a CINCUENTA (50) SALARIOS MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES para cada uno de ellos, liquidados a la fecha de ejecutoria de esta sentencia. 

TERCERO.- CONDENAR a la Caja Nacional de Previsión Social al pago de las siguientes sumas de dinero, por concepto de perjuicios materiales:

A favor de Rodrigo Armando Castillo, la suma de SIETE MILLONES QUINIENTOS TRECE MIL OCHOCIENTOS OCHENTA Y CUATRO PESOS MCTE ($7.513.884).

A favor de Jorge Augusto Castillo Rosero, la suma de UN MILLÓN OCHOCIENTOS ONCE MIL CUATROCIENTOS SESENTA Y DOS PESOS MCTE ($1.811.462).

A favor de Jair Castillo Rosero, la suma de CINCO MILLONES TRESCIENTOS SETENTA Y CINCO MIL NOVECIENTOS OCHENTA Y SIETE PESOS MCTE ($5.375.987).

CUARTO.- CONDENAR a la Sociedad VIDSA Ltda. a reintegrar a la Caja Nacional de Previsión Social, el cien por ciento (100%) del pago de la condena impuesta en esta sentencia.

QUINTO.- ABSOLVER de responsabilidad a La Nación-Ministerio de Trabajo y Seguridad Social.
SEXTO.- Dese cumplimiento a lo dispuesto en los artículos 176, 177 y 178 del C.C.A. y 115 del C.P.C.

Para el cumplimiento de esta sentencia expídanse copias con destino a las partes, con las precisiones del artículo 115 del Código de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el artículo 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. Las copias destinadas a la parte actora serán entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando.

En firme esta providencia, REMÍTASE la actuación al Tribunal de origen.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE y CÚMPLASE

 STELLA CONTO DIAZ DEL CASTILLO

Presidenta

RUTH STELLA CORREA PALACIO                  DANILO ROJAS BETANCOURTH

Magistrada                                                     Magistrado
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� En el traslado para alegatos finales las partes guardaron silencio, tal y como se demuestra con la constancia secretarial visible a folio 465 cuaderno principal.


� Abril 23 de 1996.


� El valor del gramo oro para la fecha de presentación de la demanda es de $13.270,43.


� Folios 15-16 cuaderno 2.


� Folios 83-119 cuaderno 2. 


� Folios 66-78 cuaderno 2.


� “Terapia Neural significa tratamiento mediante el Sistema Nervioso, especialmente el Vegetativo, el cual se halla presente de un modo mayoritario en la piel. La Terapia Neural busca neutralizar estas irritaciones que, afectando el tono neurovegetativo, desencadenan o catalizan la enfermedad. Esta neutralización se consigue aplicando un anestésico local (generalmente procaína) en bajas concentraciones específicamente en los sitios donde el sistema nervioso vegetativo ha sufrido agresión o lesión. Eliminando estos bloqueos que alteran el intercambio de información y elaboran estímulos irritativos a la red nerviosa, se pretende reactivar los mecanismos de regulación para que el propio organismo produzca sus propias reacciones autocurativas, desarrollen su actividad y le conduzcan a un nuevo orden mediante su propia fuerza vital. Por eso se complementa con medidas higiénico-naturistas” � HYPERLINK "http://www.terapianeural.com" �www.terapianeural.com�. 


� “Un shock hipovolémico es una afección de emergencia en la cual la pérdida severa de sangre y líquido hace que el corazón sea incapaz de bombear suficiente sangre al cuerpo. Este tipo de shock puede hacer que muchos órganos dejen de funcionar. La pérdida de sangre puede deberse a i) sangrado de las heridas, ii) sangrado de otras lesiones y iii) sangrado interno, como en el caso de una hemorragia del tracto gastrointestinal”. Enciclopedia libre, � HYPERLINK "http://www.wikipedia.org.es" �www.wikipedia.org.es�. Medicina en línea, � HYPERLINK "http://www.medlineplus.com" �www.medlineplus.com�. 





� Documento requerido por el a quo en el auto de pruebas por solicitud de la parte actora y aportado en copia auténtica por el Departamento de Patología del Hospital Universitario San José de Popayán, visible a folio 65 cuaderno 2.





� M.P. Julio César Uribe Acosta, exp. 8043.


� M.P. Mauricio Fajardo Gómez, exp.15526.


� M.P. Ramiro Saavedra Becerra, exp. 15635.


� Auto proferido el 8 de octubre de 1998, expediente 15392, CP: Daniel Suárez Hernández. En igual sentido sentencia proferida el 9 de marzo de 2000; expediente 12849, CP: Maria Elena Giraldo.


� M.P. Ruth Stella Correa Palacio, exp. 2005-02076-01(AG)


� Sobre este tema, en sentencia de 11 de noviembre de 2003, exp. 12.916 se resumió la jurisprudencia de la Sala, así: “…el fuero de atracción ‘procede cuando siendo varios los sujetos demandados, no todos pueden ser justiciables ante la misma jurisdicción. En los casos de reparación directa es frecuente esta situación, en especial cuando el hecho dañoso ha sido cometido por dos o más personas o lo que es más preciso, cuando el hecho les es imputable. Evento este que configura una responsabilidad solidaria’. [Sentencia del 14 de diciembre de 1995, exp: 11.200. En el mismo sentido, entre otras, sentencias del 21 de febrero de 1997, exp: 9954; del 11 de mayo de 2000, exp: 11.445 y del 21 de septiembre de 2000, exp: 13.138]. También ha advertido la Sala que la competencia asignada a la jurisdicción contencioso administrativa en razón del fuero de atracción no está condicionada al éxito de las pretensiones de la demanda, pues no se trata de una competencia “provisional”, ajena al esquema de la teoría del proceso sino que precisamente dicho fuero implica que todas las partes llamadas al proceso puedan ser juzgada por el mismo juez [Sentencia del 21 de febrero de 1997, exp: 9954]. Por lo tanto, la competencia subsiste aún en el evento de que sólo resulte responsable la empresa industrial y comercial del Estado [Sentencia del 26 de marzo de 1993, exp: 7476], pues basta con que “exista razón legal y fáctica que justifique la pretensión contra todos los citados al proceso” [Sentencia del 4 de febrero de 1993, exp: 7506].





� Providencia de 26 de marzo de 2009, M.P. Miriam Guerrero de Escobar, exp. 34460.


�Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia de 9 de octubre de 1985, expediente radicado al No. 4556. Consejero Ponente Carlos Betancur Jaramillo. En el mismo sentido véanse las sentencias de 8 de marzo de 1996 expediente radicado No. 9937 Consejero Ponente Carlos Betancur Jaramillo, posición ratificada mediante la sentencia de 25 de junio de 1997 expediente radicado al No. 10504 con Ponencia del Consejero Jesús María Carrillo Ballesteros y la providencia de 28 de noviembre de 2002 expediente radicado al No. 14397 Consejero Ponente Ricardo Hoyos Duque. Así mismo se reitera en la sentencia de 30 de julio de 2008, M.P. Enrique Gil Botero, expediente 16483.


� Artículo 2 del Decreto 3128 de 1983.


� De conformidad con el Certificado de Existencia y Representación que reposa en el expediente, la sociedad Vida y Salud para un Nuevo Siglo Ltda. VIDSA Ltda. no se haya disuelta y tiene una duración hasta el 2 de junio de 2013 (fls. 438-441 cuaderno principal).


� Contrato de Prestación de Servicios de Salud No. 106 de 9 de diciembre de 1993, suscrito entre el Hospital San José de Popayán y VIDSA Ltda., cuyo objeto es la “prestación de servicios de salud a los pacientes que VIDSA remita al Hospital” y con una duración de dos años a partir del 29 de diciembre de 1993 (fls. 118-120 cuaderno 1).


� Magistrado Ponente Alier E. Hernández Enríquez.





